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Providencia:

Sentencia de 4 de septiembre de 2019

Radicación Nro:
66001-31-05-005-2017-00415-01

Proceso:

Ordinario Laboral

Demandante:

Jorge Carlos Cardona Gil 

Demandados:

Coochoferes Pereira

Magistrado Ponente:
Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
Quinto Laboral del Circuito

TEMAS:
CONTRATO DE TRABAJO / PERSONA EN ESTADO DE DISCAPACIDAD / LA LEY 361 DE 1997 NO PROHÍBE SU DESPIDO / SANCIONA EL TRATO DISCRIMINATORIO / ES PROCEDENTE, POR LO TANTO, TERMINAR EL CONTRATO SI EXISTE JUSTA CAUSA / INCUMBE AL EMPLEADOR LA CARGA PROBATORIA DE DEMOSTRARLA.
Establece el artículo 26 de la Ley 361 de 1997, que ninguna persona limitada podrá ser despedida o su contrato terminado por razón de su limitación, salvo que medie autorización del Ministerio del Trabajo.

Frente al tema, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia a partir de la sentencia SL1360 del 11 de abril de 2018, cambió el criterio frente a la estabilidad laboral reforzada, clarificando que la norma en comento no prohíbe el despido de un trabajador en situación de discapacidad, sino que lo que sanciona es el trato discriminatorio que por dicha limitación se le dé trabajador.

Explicó la Corporación que la autorización que ha de obtenerse del Ministerio del Trabajo resulta necesaria, siempre que la limitación o deficiencia del trabajo se torne insuperable o incompatible con al cargo desempeñado o con los demás que existan en la empresa y por ello se requiera la ruptura del vínculo laboral, mientras que si dicha terminación surge por una razón objetiva prevista en la Ley, no se requiere la mencionada autorización…
De allí entonces que al trabajador le bastará en el proceso judicial acreditar su estado de discapacidad para que se presuma el trato discriminatorio por parte de su empleador, quien en consecuencia, para no tener una decisión contraria a sus intereses, deberá acreditar los hechos que configuran la justa causa que conllevó al despido de su trabajador, so pena que si no lo hace, se declare la ineficacia del mismo con las consecuencias que ello acarrea. (…)
… claro resulta que quedó desvirtuada la presunción consistente en que el despido se produjo con ocasión de las condiciones de salud en las que se encontraba en trabajador, pues incluso el propio demandante confesó que la entidad accionada nunca tuvo un trato discriminatorio por la artritis reumatoide seropositiva, y que por el contrario, le facilitó un horario de trabajo en el que pudo desempeñarse como islero en la estación de servicio de la Avenida del Río.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

Hoy, cuatro de septiembre de dos mil diecinueve, siendo las nueve y treinta de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 4 de marzo de 2019, dentro del proceso promovido por el señor JORGE CARLOS CARDONA GIL en contra de la COOPERATIVA INTEGRAL DE CHOFERES DE PEREIRA –COOCHOFERES PEREIRA–, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-005-2017-00415-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:
Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Jorge Carlos Cardona Gil que la justicia laboral declare que entre él y la Cooperativa Integral de Choferes de Pereira –Coochoferes Pereira– existió un contrato de trabajo que se prolongó entre el 5 de julio de 2014 y el 19 de julio de 2016, momento en el que fue finalizado encontrándose en estado de debilidad manifiesta en razón de su salud. Con base en ello y después de que se declare la ineficacia del despido, aspira que se le ordene a la entidad accionada a reintegrarlo en el mismo cargo que venía desempeñando o uno de similares o mejores condiciones de acuerdo con su estado de salud, debiéndosele cancelar los salarios, prestaciones sociales y vacaciones dejados de percibir, así como los aportes a los sistemas generales de salud y pensión, la indemnización prevista en la ley 361 de 1997 y las costas procesales a su favor.

Refiere que: Nació el 21 de mayo de 1961 y por más de 30 años ha prestado sus servicios a favor de Coochoferes Pereira a través de múltiples contratos de trabajo; la última relación laboral la sostuvieron entre el 5 de julio de 2014 y el 19 de julio de 2016, desempeñando el cargo de islero en la estación de servicio ubicada en la Avenida del Rio Nº 5-75 de Pereira; el salario promedio devengado en el año 2016 fue de $797.679 más el auxilio de transporte; desde el año 2011 sufre hipertensión arterial y desde el 2012 padece artritis reumatoide; en el primer semestre del 2016 estuvo incapacitado en ocho oportunidades, por lo que su estado de salud era ampliamente conocido por la entidad empleadora; el 19 de julio de 2016 a través de la comunicación GER-983 dieron por finalizado el contrato de trabajo, aduciendo justa causa, a pesar de que el 22 de marzo de 2016 fue calificado por la Administradora Colombiana de Pensiones con una PCL del 30.86%, encontrándose cobijado por el principio de la estabilidad laboral reforzada; esa situación también era conocida por la entidad empleadora, quien en su hoja de vida tenía anotadas las restricciones que sus afecciones le traían; el despido se produjo sin la autorización del Ministerio de Trabajo y sin cumplir con los requisitos de Ley; el 3 de octubre de 2016 presentó acción de tutela, reclamando el reintegro y pago de sus acreencias laborales, interrumpiendo de esta manera el término de prescripción.
Al dar respuesta a la demanda –fls.73 a 84– Coochoferes Pereira, después de aclarar que el accionante tuvo varias relaciones laborales discontinuas con esa entidad y de aceptar que la última de ellas se presentó entre los extremos señalados en el libelo introductorio, expresó que el despido producido el 19 de julio de 2016 se dio con ocasión de una justa causa para darlo por terminado, pues como quedó plasmado en el acta de descargos Nº 52 de 6 de julio de 2016, él aceptó haber ido a trabajar bajo el influjo de bebidas alcohólicas, lo cual se constituía en un riesgo debido a que la actividad que él desempeñaba era la de la distribución de los combustibles. Se opuso a las pretensiones de la demanda y formuló las excepciones de mérito “Inexigibilidad de las obligaciones pretendidas por el demandante por inexistencia de estabilidad laboral”, “Inexistencia de despido injusto y por ende inexistencia de reintegro”, “Ausencia de estabilidad laboral reforzada y justa causa de despido” y “Prescripción”.
En sentencia de 4 de marzo de 2019, la funcionaria de primera instancia determinó que en este caso no se ha presentado el fenómeno jurídico de la cosa juzgada constitucional, pues si bien al resolverse la acción de tutela impetrada por el señor Jorge Carlos Cardona Gil en contra de Coochoferes de Pereira se abordó el tema central de controversia que se pone en consideración en este proceso, consistente en si el accionante estaba cobijado por la estabilidad laboral reforzada, lo cierto es que después de concluir que la acción era improcedente al haberse demostrado que la entidad empleadora no tenía conocimiento del dictamen en el que se calificó la PCL del trabajador en el 30.86%, lo que llevó a negar el amparo solicitado, instó al señor Cardona Gil a acudir a la jurisdicción ordinaria para que resuelva la controversia planteada por él en el escenario correspondiente.

Posteriormente, al abordar el estudio del caso bajo la óptica jurisprudencial de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, el juzgado de conocimiento tuvo por acreditado que el señor Jorge Carlos Cardona Gil para el momento del despido efectuado el 19 de julio de 2016, se encontraba con una PCL del 30.86%, del cual no era conocedor su empleador Coochoferes Pereira, pero más allá de tal situación, sostuvo que en el trámite del proceso quedó demostrado que la finalización del contrato de trabajo efectuada por la entidad empleadora, se debió a una de las justas causas previstas en la Ley, más exactamente la contemplada en el numeral 6º del literal a) del artículo 62 del CST en concordancia con el numeral 2º del artículo 60 ibídem, pues tal y como se encuentra demostrado en el proceso y lo confesó el propio accionante en el interrogatorio de parte, se presentó en varias ocasiones en estado de embriaguez a prestar sus servicios, lo que se constituyó en un riesgo tanto para él como para las personas que estuvieron a su alrededor, debido a la actividad que como islero ejercía y que consistía en el abastecimiento de combustible, tratándose de la manipulación de un líquido altamente inflamable.
Con base en ello concluyó que el despido del señor Jorge Carlos Cardona Gil no se dio con ocasión de sus problemas de salud, razón por la que se absolvió a la entidad accionada de la totalidad de las pretensiones de la demanda.

No hubo apelación de la sentencia, por lo que al haber resultado la decisión completamente desfavorable a los intereses de la parte actora, se dispuso el grado jurisdiccional de consulta a su favor.
En este estado se corre traslado a las partes para que presenten sus alegatos de conclusión respecto a los temas que fueron objeto de apelación.
Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURÍDICOS:
¿Quedó demostrado en el proceso que el contrato de trabajo suscrito entre el señor Jorge Carlos Cardona Gil y la Cooperativa Integral de Choferes de Pereira –Coochoferes Pereira– fue terminado por una de las justas causas previstas en el artículo 62 del CST?

De conformidad con la respuesta al interrogante anterior ¿Hay lugar a absolver a la entidad accionada de las pretensiones de la demanda?
Antes de resolver la instancia, se considera necesario precisar, el siguiente aspecto:
PRESUNCIÓN DE HECHO DE ACTO DE DISCRIMINACIÓN EN LOS DESPIDOS DE TRABAJADORES EN ESTADO DE DISCAPACIDAD
Establece el artículo 26 de la Ley 361 de 1997, que ninguna persona limitada podrá ser despedida o su contrato terminado por razón de su limitación, salvo que medie autorización del Ministerio del Trabajo.

Frente al tema, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia a partir de la sentencia SL1360 del 11 de abril de 2018, cambió el criterio frente a la estabilidad laboral reforzada, clarificando que la norma en comento no prohíbe el despido de un trabajador en situación de discapacidad, sino que lo que sanciona es el trato discriminatorio que por dicha limitación se le dé trabajador.

Explicó la Corporación que la autorización que ha de obtenerse del Ministerio del Trabajo resulta necesaria, siempre que la limitación o deficiencia del trabajo se torne insuperable o incompatible con al cargo desempeñado o con los demás que existan en la empresa y por ello se requiera la ruptura del vínculo laboral, mientras que si dicha terminación surge por una razón objetiva prevista en la Ley, no se requiere la mencionada autorización, salvo la contenida en el numeral 12 del literal a) del artículo 62 del Código Sustantivo del Trabajo.

De allí entonces que al trabajador le bastará en el proceso judicial acreditar su estado de discapacidad para que se presuma el trato discriminatorio por parte de su empleador, quien en consecuencia, para no tener una decisión contraria a sus intereses, deberá acreditar los hechos que configuran la justa causa que conllevó al despido de su trabajador, so pena que si no lo hace, se declare la ineficacia del mismo con las consecuencias que ello acarrea.

Puntualmente, dijo la Corte:

“(…) la invocación de una justa causa legal excluye, de suyo, que la ruptura del vínculo laboral esté basada en el prejuicio de la discapacidad del trabajador. Aquí, a criterio de la Sala no es obligatorio acudir al inspector del trabajo, pues, se repite, quien alega una justa causa de despido enerva la presunción discriminatoria; es decir, se soporta en una razón objetiva.

(L)a prohibición de despido motivada en la discapacidad sigue incólume y, en tal sentido, solo es válida la alegación de razones objetivas, bien sea soportadas en una justa causa legal o en la imposibilidad del trabajador de prestar el servicio. Aquí vale subrayar que la estabilidad laboral reforzada no es un derecho a permanecer a perpetuidad en el empleo, sino el derecho a seguir en él hasta tanto exista una causa objetiva que conduzca a su retiro.

Y concluye esa misma Corporación:

“(a) La prohibición del artículo 26 de la Ley 361 de 1997 pesa sobre los despidos motivados en razones discriminatorias, lo que significa que la extinción del vínculo laboral soportada en una justa causa legal es legítima. 

(b) A pesar de lo anterior, si, en el juicio laboral, el trabajador demuestra su situación de discapacidad, el despido se presume discriminatorio, lo que impone al empleador la carga de demostrar las justas causas alegadas, so pena de que el acto se declare ineficaz y se ordene el reintegro del trabajador, junto con el pago de los salarios y prestaciones insolutos, y la sanción de 180 días de salario. 

(c) La autorización del ministerio del ramo se impone cuando la discapacidad sea un obstáculo insuperable para laborar, es decir, cuando el contrato de trabajo pierda su razón de ser por imposibilidad de prestar el servicio. En este caso el funcionario gubernamental debe validar que el empleador haya agotado diligentemente las etapas de rehabilitación integral, readaptación, reinserción y reubicación laboral de los trabajadores con discapacidad. La omisión de esta obligación implica la ineficacia del despido, más el pago de los salarios, prestaciones y sanciones atrás transcritas”.

EL CASO CONCRETO

Como lo determinó la funcionaria de primer grado, en el presente asunto no se encuentra demostrada la excepción de cosa juzgada, pues si bien el señor Jorge Carlos Cardona Gil inició acción de tutela en contra de la Cooperativa Integral de Choferes de Pereira –Coochoferes Pereira– (identidad de partes), buscando la protección de sus derechos fundamentales a la vida, salud, seguridad social, mínimo vital, debido proceso, trabajo, igualdad y a la estabilidad laboral reforzada, con solicitud de reintegro al puesto que venía desempeñando o uno de similares connotaciones (identidad de objeto), lo cierto es que el Juez Constitucional (Juzgado Primero Civil Municipal de Pereira en primera instancia y Juzgado Tercero Civil del Circuito en segunda instancia) negó el amparo constitucional argumentando que de conformidad con la jurisprudencia de la Corte Constitucional en ese tema, al no haberse puesto en conocimiento del empleador el dictamen emitido por Colpensiones y que arrojó una PCL del 30.86%, dicha acción resulta improcedente, señalando que “En ese orden de ideas, considera esta Judicatura que, la controversia que se pretende por esta vía resolver, deberá ser debatida ante la jurisdicción ordinaria, puesto que, cuando se trata de personas que afirman haber sido desvinculadas por causa no justificada en razón a su estado de salud, la Corte Constitucional ha exigido, cuando menos, elementos que permitan razonablemente establecer una relación de conexidad entre la discapacidad y su desvinculación, de esta manera en sede de tutela, no puede haber el menor atisbo de duda cuando se trata de resolver si el accionante es destinatario de le estabilidad laboral reforzada establecida por la Ley 361 de 1997.”.
Nótese entonces que a pesar de haberse puesto en discusión los temas que aquí se pretenden resolver, en sede de tutela no fueron objeto de decisión, al punto que el Juez Constitucional exhortó al señor Cardona Gil a iniciar la acción ordinaria con el objeto de que el Juez especializado en el tema resuelva de manera definitiva si lo cobija o no la estabilidad laboral reforzada en los términos de la Ley 361 de 1997, por lo que al no configurarse la excepción de cosa juzgada, es dable pasar a resolver la controversia que aquí se plantea.

En ese aspecto y con base en la postura adoptada por la Sala de Casación Laboral desde la sentencia  SL1360 del 11 de abril de 2018, la parte actora allegó dictamen Nº 2016143563XX emitido el 22 de marzo de 2016 por el Departamento de Medicina Laboral de la Administradora Colombiana de Pensiones –fls.26 a 28– en el que se determinó que el señor Jorge Carlos Cardona Gil tiene una pérdida de la capacidad laboral del 30.86% (superior a la moderada del 15%) de origen común estructurada el 23 de enero de 2016, debido a una hipertensión arterial y una artritis reumatoide seropositiva, patología esta última de la cual era conocedora la entidad empleadora, ya que en el interrogatorio de parte su representante legal lo reconoció, agregando que ese problema de salud le había generado al trabajador varias incapacidades médicas e igualmente que debido a ella, se había dispuesto a favor del señor Cardona Gil un horario especial, ya que solo se le programaban turnos diurnos; generándose de esta manera a favor de la parte actora, la presunción consistente en que el despido sufrido el 19 de julio de 2016 se dio en razón de su estado de discapacidad.
Para exonerarse de las consecuencias que produce dicha presunción, a la Cooperativa Integral de Choferes de Pereira le correspondía acreditar que el despido se dio por una de las justas causas previstas en el artículo 62 del CST.

Según la carta de terminación unilateral de contrato referenciada con el Nº GER-983 de 19 de julio de 2016 –fl.29– la entidad empleadora decide dar por finiquitado el vínculo laboral con el señor Jorge Carlos Cardona Gil ese mismo día, aduciendo que dicha decisión se adopta teniendo en cuenta el acta de descargos Nº 52 de 6 de julio de 2016 en la que se constató que él incurrió en una violación de sus obligaciones y prohibiciones en su calidad de empleado, más exactamente la contenida en el artículo 62 literal a) numeral 6º en concordancia con el artículo 60 numeral 2º del CST.
En efecto, a folio 116 del expediente se observa escrito dirigido por el señor Héctor Fabio Gómez Echeverry (Administrador) dirigido a Cochoferes Pereira, en el que informa que el día 2 de julio de 2016, el islero Jorge Carlos Cardona Gil se presentó a recibir el turno en la EDS del Río (EDS = Estación De Servicio) a las 6:10 am, esto es, 10 minutos tarde de la hora de entrada de trabajo, y “…cuando me encontraba en la isla para hacer el cambio de turno pude observar que el islero no caminaba normalmente me acerqué donde él, y noté que había estado tomando alcohol donde el islero no lo negó (sic). Entonces le dije que se fuera para la casa que él no podía recibir el puesto de trabajo en esas condiciones en las que se encontraba.”.

Puesta en conocimiento de Coochoferes Pereira la novedad, su Gerente Ana María Orozco Cárdenas cita a diligencia de descargos al trabajador Jorge Carlos Cardona Gil el 6 de julio de 2016 a las 3:15 pm, como se ve en el acta Nº 52 –fl.117–, en la que él trabajador al conocer el motivo de la citación manifiesta que el día de los hechos cuando llegó 10 minutos tarde, realmente pensó que eran las 6:00 am en punto, reconociendo que se había tomado unas cervezas el día anterior, amaneciendo un poquito enguayabado, lo que llevó a que su jefe notara su estado, devolviéndolo para la casa, aunque él consideraba que se sentía en condiciones de trabajar; también aceptó que durante los varios vínculos contractuales que ha tenido con la empresa, esa conducta ha sido reiterativa en él, siendo esa su única falla, reconociendo también que en algunas ocasiones, no tan seguido, se queda consumiendo alcohol en los alrededores de la estación de servicio hasta altas horas de la noche; finalmente añadió que el día de los hechos se había sentido aburrido y por eso le había dado por tomarse las cervezas.

Al responder el interrogatorio de parte, el demandante después de aceptar haber suscrito esa acta de descargos, reconoce también la totalidad de su contenido, confesando que ese día se había presentado a trabajar en estado de alicoramiento, añadiendo que esa conducta era habitual en él; a continuación describió que su cargo como islero implicaba desempeñar una actividad realmente peligrosa, ya que se trataba del manejo de combustibles; reconoció que era consciente que esa conducta no era la adecuada para presentarse a trabajar, aceptando que fue ese el motivo por el que lo despidieron y confesando seguidamente, que nunca sufrió un trato discriminatorio por parte de Coochoferes Pereira en razón de sus quebrantos de salud, pues por el contrario el trato que le dieron fue adecuado, al punto que modificaron sus horarios de trabajo precisamente por la artritis reumatoide que padece.
En consecuencia, quedó suficientemente comprobado que el despido del trabajador Jorge Carlos Cardona Gil se produjo por haber incurrido en la prohibición contemplada en el numeral 2º del artículo 60 del CST (Presentarse al trabajo en estado de embriaguez).

Resulta además palmario que tal proceder está constituido como una justa causa para dar por finalizado el contrato de trabajo de acuerdo con lo dispuesto en el numeral 6º del literal a) del artículo 62 del CST, aun con la restricción que pudiera derivarse de la sentencia C-636 de 17 de noviembre de 2016 de la Corte Constitucional, toda vez que las actividades desplegadas por el trabajador en su calidad de islero, eran verdaderamente peligrosas en la medida en que era responsable del manejo de combustible –líquido altamente inflamable y volátil, que requiere de la máxima responsabilidad del trabajador, pues su uso inadecuado no solamente pone en riesgo su propia integridad, sino también las de sus compañeros de trabajo y usuarios–.

En tales condiciones, claro resulta que quedó desvirtuada la presunción consistente en que el despido se produjo con ocasión de las condiciones de salud en las que se encontraba en trabajador, pues incluso el propio demandante confesó que la entidad accionada nunca tuvo un trato discriminatorio por la artritis reumatoide seropositiva, y que por el contrario, le facilitó un horario de trabajo en el que pudo desempeñarse como islero en la estación de servicio de la Avenida del Río.
En el anterior orden de ideas, se confirmará la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 4 de marzo de 2019.

Sin costas en esta instancia.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

CONFIRMAR la sentencia que por consulta se ha conocido.
Sin costas en esta sede.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta.

Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
        ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
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